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Arecibo 
 

Civil. Núm.: 
CCD2015-0819 
(402) 

 
Sobre: Cobro de 

Dinero, Ejecución 
de Prenda y 
Ejecución de 

Hipoteca por la Vía 
Ordinaria 
 

Panel integrado por su presidente el Juez González Vargas, la 

Jueza Vicenty Nazario y el Juez Rivera Torres. 
 

Rivera Torres, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 22 de agosto de 2016. 

Comparece ante este tribunal apelativo el Dr. Milton Rubén 

Collazo Tirado, su esposa Carmen Luisa Valentín Torres y la 

Sociedad Legal de Gananciales compuesta por ambos, y Acumed 

Detox Center, Inc. (en adelante los apelantes o esposos Collazo-

Valentín) mediante escrito de apelación, y nos solicitan que 

revisemos una Sentencia emitida por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de Arecibo (el TPI) el 12 de abril de 2016, 

archivada en autos el 15 de abril siguiente. Mediante dicha 

Sentencia el foro de instancia declaró sumariamente Con Lugar la 

demanda en cobro de dinero, ejecución de prenda y ejecución de 

hipoteca presentada por Firstbank Puerto Rico (en adelante el 

apelado). 

Por los fundamentos que expondremos a continuación se 

confirma la Sentencia apelada.   
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I. 

El 30 de diciembre de 2015 el apelado presentó una 

demanda en cobro de dinero, ejecución de prenda y ejecución de 

hipoteca contra los apelantes. Se alegó en la demanda que el 17 de 

septiembre de 2012 los esposos Collazo-Valentín otorgaron un 

contrato de préstamo por $240,000. En esa misma fecha otorgaron 

también un pagaré bancario para la garantizar la obligación 

contraída en el contrato de préstamo. Acumed Detox Center, Inc. 

garantizó solidariamente las obligaciones contraídas por los 

esposos Collazo-Valentín. Arguyó el apelado que los apelantes 

incumplieron con los términos de pago de la obligación al dejar de 

pagar los plazos acordados a su vencimiento desde el 3 de julio de 

2015 en adelante, por lo que el apelado declaró acelerado, vencido, 

líquido y exigible el balance total de la deuda. 1 

El 29 de enero de 2016 fueron emplazados personalmente 

los esposos Collazo-Valentín por sí y en representación de la 

Sociedad Legal de Gananciales. En esa misma fecha fue emplazada 

la corporación Acumed Detox Center a través de su presidente 

Milton Rubén Collazo Tirado.2 

El 17 de febrero de 2016 los apelantes presentaron Moción 

de Prórroga para Alegar solicitando “tiempo adicional para verificar 

las alegaciones y preparar las defensas.” El 18 de febrero siguiente, 

notificada el 22 del mismo mes y año el TPI dictó una orden 

concediéndole a los apelantes veinte (20) días.3    

El 8 de abril de 2016 el apelado presentó Moción solicitando 

Anotación Rebeldía y Se dicte Sentencia Sumaria. La moción fue 

acompañada de prueba documental.4 El 12 de abril de 2016, 

archivada en autos el 15 del mismo mes y año, el TPI dictó la 

                                                 
1
 Véase Apéndice del recurso, págs. 1-8 

2 Véase Apéndice del alegato del apelado, págs. 1-6. 
3 Id a la pág. 7 
4 Véase Apéndice del recurso, págs. 15-29 
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sentencia sumaria apelada. Ese mismo día el TPI dictó una orden 

anotando la rebeldía a los apelantes.5 

El 22 de abril de 2016 los apelantes presentaron 

contestación a la demanda. Además, radicaron Moción Solicitando 

Vista Transaccional y Solicitando Termino. Señala la moción que los 

apelantes deseaban conservar la propiedad y que por ser una 

propiedad comercial no estaba disponible la mediación. Tanto la 

contestación a la demanda como la moción solicitando vista 

transaccional fueron atendidas por el TPI mediante órdenes 

separadas dictadas el 26 de abril de 2016 y notificadas el 4 de 

mayo siguiente.6 En cuanto a la moción solicitando vista 

transaccional el TPI dispuso: “VEASE SENTENCIA DE 15 DE 

ABRIL DE 2016”. En cuanto a la presentación de la contestación a 

la demanda dispuso: “VEASE ORDEN DE HOY Y SENTENCIA DE 

15 DE ABRIL DE 2016.”   

El 6 de mayo de 2016 los apelantes presentaron Moción 

solicitando que considere nuestra moción previa como una moción de 

reconsideración.7 En dicha moción solicitan que la moción 

presentada solicitando vista transaccional se considere como una 

Moción de Reconsideración y que “se tome en cuenta la 

Contestación a la Demanda.” Los apelados presentaron su 

oposición.8 El 13 de mayo de 2016, notificada el 17 del mismo mes 

y año,9 el TPI dictó una orden en la cual declaró No Ha Lugar a la 

moción presentada por los apelantes.  

Inconforme, los apelantes acuden ante este foro apelativo 

imputándole al foro de instancia la comisión del siguiente error: 

                                                 
5 Véase Apéndice del recurso, págs. 30-31,32-43. 
6 Véase Apéndice del recurso, págs. 44-45, 46-47.  
7 La referida moción fue incluida por el apelado en su apéndice. Aunque de la 

misma no se desprende el ponche del tribunal. En la orden dispositiva el TPI se 

refiere a ella como la moción del 6 de mayo. De la copia surge que la misma fue 

firmada el 3 de mayo por el representante legal. Véase, Apéndice del alegato del 

apelado, págs.107-108.  
8 Véase Apéndice del alegato del apelado, págs. 109-110.  
9 Véase Apéndice del alegato del apelado, págs. 113-114.  
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ERRO EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 
DISPONER LA ANOTACION DE REBELDIA Y DICTAR 

SENTENCIA SIN DAR OPORTUNIDAD A LA PARTE 
DEMANDADA DEFENDERSE, PRIVANDOLO DE SU DIA EN 

CORTE. 
  

En el recurso presentado los apelantes alegan que “la 

balanza del perjuicio” se inclinó marcadamente en contra de estos 

al TPI no dejar sin efecto la sentencia dictada.10 En otra parte, 

alegan que … “están a merced de la actitud inclemente y 

despiadada de la institución bancaria demandante, a la cual hizo 

coro el TPI en su afán de disponer del caso rápidamente.”11 

El apelado presentó su alegato en oposición en el cual 

comenzó resaltando que los apelantes omitieron, tanto en el 

apéndice como en su argumentación, una serie documentos que 

forman parte del expediente del TPI, presentándose así un recurso 

parcializado.12 Por otra parte, señaló que a la fecha en que fue 

presentada la solicitud de anotación de rebeldía ya se había 

cumplido el término para presentar alegación responsiva sin que 

los apelantes así lo hubieran hecho. También indicó que los 

apelantes tuvieron la oportunidad para presentar su oposición a la 

moción de sentencia sumaria y tampoco lo hicieron.  

Examinados ambos alegatos, así como los documentos 

acompañados en sus respectivos apéndices, procedemos a 

disponer del recurso presentado.  

II. 

La Regla 45.1 de las Reglas de Procedimiento Civil de 2009, 

32 LPRA Ap. V, R. 45.1, dispone lo siguiente:  

Cuando una parte contra la cual se solicite una 
sentencia que concede un remedio afirmativo haya 
dejado de presentar alegaciones o de defenderse en 
otra forma según se dispone en estas reglas, y este 
hecho se pruebe mediante una declaración jurada o 
de otro modo, el Secretario o Secretaria anotará su 
rebeldía. 

                                                 
10 Véase Recurso de Apelación, pág. 4.  
11 Véase Recurso de Apelación, pág. 6.  
12 Véase alegato del apelado, págs. 5-6.  
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El tribunal a iniciativa propia o a moción de 
parte, podrá anotar la rebeldía a cualquier parte 
conforme a la Regla 34.3 (b)(3). 

Dicha anotación tendrá el efecto de que se den 
por admitidas las aseveraciones de las alegaciones 
afirmativas, sujeto a lo dispuesto en la Regla 45.2 (b). 

La omisión de anotar la rebeldía no afectará la 
validez de una sentencia dictada en rebeldía. 

 

Al adoptarse esta regla no se alteró el lenguaje de la Regla 

45.1 de las Reglas de Procedimiento Civil de 1979, por lo que la 

jurisprudencia que interpretó el antiguo texto aun tiene vigencia. 

Así, como surge del texto de la Regla 45.1, la anotación de rebeldía 

es un remedio que opera para dos tipos de situaciones: cuando el 

demandado no comparece a contestar la demanda o a defenderse 

en otra forma prescrita por ley, o en las situaciones en que una de 

las partes en el pleito incumple las órdenes del tribunal o 

entorpece la litigación, en cuyo caso la rebeldía se impone como 

sanción. Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580, 

589 (2011); Álamo Pérez v. Supermercados Grande, Inc., 158 DPR 

93, 100 (2002); Continental Ins. Co. v. Isleta Marina, 106 DPR 809, 

815 (1978).   

El propósito del primer párrafo de la Regla 45, supra, no es 

conferir ventaja a los demandantes que les permita obtener una 

sentencia sin una vista en los méritos; es una norma procesal en 

beneficio de una buena administración de la función adjudicativa. 

J.R.T. v. Missy Mfg. Corp., 99 DPR 805, 811 (1971). De hecho, este 

tipo de sanción se cimienta en la obligación de los tribunales de 

evitar que la adjudicación de las causas se paralice porque una 

parte opte por detener el proceso de litigación con su falta de 

diligencia o por su displicencia en la tramitación de los asuntos 

que le afectan. Continental Ins. Co. v. Isleta Marina, 106 DPR 809, 

815 (1978). Así, “opera como un remedio coercitivo contra una 

parte adversaria la cual, habiéndosele concedido la oportunidad de 

refutar la reclamación, por su pasividad o temeridad opta por no 
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defenderse”. Álamo v. Supermercado Grande, Inc., supra; Ocasio v. 

Kelly Servs., Inc., 163 DPR 653, 670 (2005).  

La Regla 45.2 del mismo cuerpo de reglas establecen los 

supuestos y el modo como ha de dictarse la sentencia en rebeldía. 

La referida regla dispone que: 

Podrá dictarse sentencia en rebeldía en los casos 
siguientes: 
 

(a) Por el Secretario o Secretaria. Cuando la 
reclamación de la parte demandante contra una parte 
demandada sea por una suma líquida o por una suma 

que pueda liquidarse mediante cómputo, el Secretario 
o Secretaria, a solicitud de la parte demandante y al 
presentársele declaración jurada de la cantidad 
adeudada, dictará sentencia por dicha cantidad y las 
costas contra la parte demandada cuando ésta haya 
sido declarada en rebeldía, siempre que no se trate de 
un(a) menor o una persona incapacitada. 

(b) Por el tribunal. En todos los demás casos la 
parte con derecho a una sentencia en rebeldía la 
solicitará del tribunal, pero no se dictará sentencia en 
rebeldía contra un(a) menor o una persona 
incapacitada a menos que estén representados(as) por 

el padre, madre, tutor(a), defensor(a) judicial u otro(a) 
representante que haya comparecido en el pleito. Si 
para que el tribunal pueda dictar sentencia o para 
ejecutarla se hace necesario fijar el estado de una 
cuenta, o determinar el importe de los daños, o 
comprobar la veracidad de cualquier aseveración 
mediante prueba o hacer una investigación de 
cualquier otro asunto, el tribunal deberá celebrar las 
vistas que crea necesarias y adecuadas o encomendar 
la cuestión a un comisionado o comisionada. Cuando 
la parte contra la cual se solicita sentencia en rebeldía 
haya comparecido en el pleito, dicha parte será 
notificada del señalamiento de cualquier vista en 
rebeldía que celebre. 

 

  Por otra parte, la Regla 45.3 de las Reglas de Procedimiento 

Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V, R. 45.3, establece que: 

El tribunal podrá dejar sin efecto una anotación de 
rebeldía por causa justificada, y cuando se haya 
dictado sentencia en rebeldía, podrá asimismo dejarla 
sin efecto de acuerdo con la Regla 49.2. [Énfasis 
nuestro] 
 

Es decir, la parte que interesa el relevo de la sentencia 

dictada en rebeldía tiene que alegar causa justificada o cumplir al 

menos, con uno de los criterios que requiere la Regla 49.2 de las de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 49.2, para que el tribunal 

deje sin efecto su dictamen. Recientemente, el Tribunal Supremo 

revisó la normativa sobre la Regla 49.2 y reiteró que para que 
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proceda el relevo de sentencia bajo esa regla es necesario que el 

peticionario aduzca, al menos, una de las razones allí enumeradas 

para tal relevo. Así, la parte que solicita el relevo debe basar su 

solicitud en una de las circunstancias previstas en la Regla 49.2. 

García Colón v. Suc. González, 178 DPR 527, 540 (2010).     

En cuanto al remedio provisto por el inciso (a) de la Regla 

49.2, supra, a saber, error, inadvertencia, o negligencia excusable, 

hay que presentarle al juzgador de hechos las causas o 

circunstancias específicas que constituyen la justificación de la 

falta de diligencia o del incumplimiento de una orden judicial. 

Correa v. Marcano, 139 DPR 856, 862 (1996). Para conceder un 

remedio contra los efectos de una sentencia, el tribunal debe 

determinar si bajo las circunstancias específicas del caso existen 

razones que justifiquen tal concesión. Id; Olmeda Nazario v. Sueiro 

Jiménez, 123 DPR 294, 299 (1989); Dávila v. Hosp. San Miguel, 

Inc., 117 DPR 807, (1986).  

Por otra parte, si la parte que solicita el relevo aduce una 

buena defensa –además de alguna de las circunstancias previstas 

en la Regla 49.2 de Procedimiento Civil, supra, ya mencionadas-- y 

el relevo no ocasiona perjuicio alguno a la parte contraria, el 

mismo debe ser concedido. De ahí, que como regla general la 

existencia de una buena defensa debe siempre inclinar la balanza 

a favor de la reapertura, a menos que las circunstancias del caso 

sean de tal naturaleza que revelen un ánimo contumaz o temerario 

por parte de la demandada. Román Cruz v. Díaz Rifas, 113 DPR 

500, 507 (1982); Fine Art Wallpaper v. Wolff, 102 DPR 451, 459 

(1974). JRT v. Missy Mfg. Corp., 99 DPR 805, 811 (1971).  Las 

defensas a oponer deben ser válidas y meritorias. Neptune Packing 

Corp. v. Wackenhut Corp., 120 DPR 283, 291, 293-4; Román Cruz 

v. Díaz Rifas, supra.   
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Por último, la revisión en alzada versa sobre la facultad 

discrecional del juez de instancia al conceder o denegar la solicitud 

post sentencia. Por lo dicho, los tribunales de apelación no 

debemos interferir con el ejercicio de la discreción del Tribunal de 

Primera Instancia, salvo en casos en que exista un craso abuso de 

discreción, o en casos en que el tribunal actuó con prejuicio y 

parcialidad, o se equivocó en la interpretación o aplicación de 

cualquier norma procesal o de derecho sustantivo y nuestra 

intervención en esa etapa evitará un perjuicio sustancial. Lluch v. 

España Service Sta., 117 DPR 729, 745 (1986).   

III. 

Comenzaremos por señalar al disponer del presente recurso 

que el tracto procesal del caso de epígrafe presentado por los 

apelantes está evidentemente incompleto y se omitieron los 

documentos en el Apéndice que hacen referencia a dicho trámite. 

Los apelantes omitieron incluir el emplazamiento, la orden del TPI 

concediendo 20 días para contestar la demanda, la moción 

solicitando que se considerara la moción solicitando vista 

transaccional como una moción de reconsideración, y la orden del 

TPI disponiendo de la misma.  

La Regla 16 (E) del Reglamento de este Tribunal, 4 LPRA Ap. 

XXII-B, R. 16 (E), indica respecto al apéndice que:  

El escrito de apelación... incluirá un Apéndice 
que contendrá una copia literal de: 

… 
(d) toda resolución y orden, y toda moción o 

escrito de cualesquiera de las partes que forme parte 
del expediente original en el Tribunal de Primera 
Instancia, en las cuales se discuta expresamente 
cualquier asunto planteado en el escrito de apelación; 
o que sea relevante a éste;  

 
(e) cualquier otro documento que forme parte 

del expediente original en el Tribunal de Primera 
Instancia y que pueda serle útil al Tribunal de 
Apelaciones para resolver la controversia.  

… 
El Tribunal Supremo ha señalado que el apéndice es “la 

recopilación documental (copia literal) de los escritos acumulados 
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durante el trámite en el Tribunal de Primera Instancia, esto es 

copia sustitutiva de los autos originales.” Méndez v. Fundación, 

165 DPR 253 (2005); Pellot Ferrer v. Avon Mirabella, Inc., 160 DPR 

125 (2003); Román v. Román, 158 DPR 163 (2002); Codesi, Inc. v. 

Mun. de Canóvanas, 150 DPR 586, 588-589 (2000). Mediante el 

apéndice, este tribunal oportunamente adjudica la apelación. 

Méndez v. Fundación, supra.  

Es norma reiterada que el incumplimiento con las 

disposiciones reglamentarias sobre los recursos a ser presentados 

ante los foros apelativos, podría conllevar la desestimación del 

recurso. Pueblo v. Rivera Toro, 173 DPR 137 (2008); Cárdenas 

Maxan v. Rodríguez, 119 DPR 642, 659 (1987).  

Conforme al derecho antes discutido, es responsabilidad y 

obligación de los apelantes incluir en el apéndice toda la 

documentación relevante al pleito y que conste en el expediente 

ante el foro de instancia. Recordamos que este foro trabaja a base 

de documentos escritos. Por tanto, es de suma importancia que la 

parte que comparezca a solicitar nuestra intervención con una 

decisión nos coloque en posición para revisar. En el presente 

recurso los  apelantes incumplieron con el reglamento de este 

tribunal al omitir documentos esenciales y tal proceder amerita 

nuestra más enérgica censura.  

Los apelantes aducen como único señalamiento que erró el 

TPI al disponer la anotación de rebeldía y dictar sentencia sin dar 

oportunidad a la parte demandada defenderse, privándolo de su 

día en corte. Adelantamos que dicho error no se cometió.13  

Como indicáramos, los apelantes omitieron que el 18 de 

febrero de 2016 el TPI dictó orden concediéndoles 20 días para 

presentar su alegación responsiva. Dicha orden fue notificada el 22 

                                                 
13

 Los apelantes no cuestionan la utilización del mecanismo de sentencia 

sumaria al momento de adjudicar la sentencia cuya revisión solicitan. 
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de febrero siguiente por lo que el término vencía el 14 de marzo de 

2016. La contestación a la demanda se presentó el 22 de abril, o 

sea, pasado en exceso del término concedido para ello. Por otra 

parte, y como bien indica el apelado, la solicitud de anotación de 

rebeldía, así como la solicitud de sentencia sumaria se presentaron 

el 8 de abril de 2016, o sea, ya culminado el término para 

presentar alegación responsiva. El 12 de abril de 2016 el TPI dictó 

la sentencia sumaria apelada y la misma se archivó en autos el 15 

del mismo mes y año.  

De otra parte, el mismo día que se presentó la contestación a 

la demanda los apelantes presentaron la Moción Solicitando Vista 

Transaccional y Solicitando Termino en la cual indicaron que 

deseaban conservar la propiedad y que, por ser una propiedad 

comercial, no estaba disponible el procedimiento de mediación. 

También en dicha moción solicitaron un término de quince (15) 

días “contados de la fecha en que se celebre la vista transaccional 

para contestar la moción de sentencia sumaria pendiente, habida 

cuenta de que si se llega a una cuerdo las misma sería 

académica.”14 

 La solicitud de sentencia sumaria se presentó el 8 de abril de 

2016, la Regla 36.3 de Procedimiento Civil en su inciso (b) dispone 

que la contestación a la moción de sentencia sumaria deberá ser 

presentada dentro del término de veinte (20) días de su 

notificación. Por lo tanto, los apelantes tenían hasta el 27 de abril 

para presentar su contestación a la moción de sentencia sumaria y 

no lo hicieron. Aun cuando tomáramos la moción del 22 de abril, 

como una solicitud de prórroga para presentar la contestación de 

la sentencia sumaria, la misma fue atendida por el TPI el 26 de 

abril de 2016, notificada el 4 de mayo siguiente, declarando no ha 

lugar la moción. Los apelantes no podían cruzarse de brazos en 

                                                 
14

 Véase Apéndice del recurso, pág. 14.  
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espera de la determinación del tribunal. El Tribunal Supremo ha 

expresado que la presentación de una moción de prórroga o de 

suspensión no da lugar a que se entienda como concedido lo 

solicitado de manera automática. Otero Fernández v. Alguacil, 116 

DPR 733, 746-47 (1985). Además la Regla 36.3 en su inciso (c) 

claramente dispone que la parte contraria no podrá descansar 

solamente en las aseveraciones o negociaciones contenidas en sus 

alegaciones.  

 Por último, y para nuestra sorpresa, una vez notificada la 

determinación del TPI, en cuanto a la moción presentada el 22 de 

abril, el 6 de mayo de 2016 el representante legal de los apelantes 

presentó la moción titulada Moción solicitando que considere 

nuestra moción previa como una moción de reconsideración.15 En 

otras palabras, el representante legal de los apelantes no presentó 

una moción conforme dispone la Regla 45 de Procedimiento Civil, 

sino que solicitó que la moción presentada el 22 de abril fuese 

entonces  acogida como una moción de reconsideración. Además, 

queremos puntualizar que la Regla 47 de Procedimiento Civil 

dispone del término jurisdiccional de 15 días desde la fecha de 

archivo en autos de la copia de la notificación de la sentencia para 

que la parte adversamente afectada pueda presentar la moción de 

reconsideración. La sentencia del presente caso se notificó el 15 de 

abril por lo que los apelantes tenían hasta el 2 de mayo de 2016 

para presentar la moción de reconsideración. El 13 de mayo de 

2016 el TPI dispuso de la moción presentada el 6 de mayo y 

declaró No Ha Lugar la misma.16   

 En conclusión, el representante legal de los apelantes no 

solo incumplió con nuestro reglamento, sino que además 

incumplió con todas las Reglas de Procedimiento Civil aplicables al 

                                                 
15 En cuanto a esta moción los apelantes no hacen mención en su escrito.  
16 Dicha orden se notificó el 17 de mayo de 2016. Los apelantes no hacen 

mención de esta orden ni anejaron la misma en el apéndice del recurso.  
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trámite procesal del presente caso. Conforme a la jurisprudencia 

ante reseñada, resolvemos que de los autos del caso no existe 

elemento alguno que nos lleve a concluir que el TPI erró al anotarle 

la rebeldía o que actuó contrario al derecho aplicable. Téngase 

presente que nuestra función revisora se limita a pasar juicio sobre 

la corrección y validez del dictamen apelado. Una vez hemos 

concluido que el TPI actuó conforme a derecho y ejerció 

correctamente su discreción, no podemos sustituir su criterio por 

el nuestro. El deber de este foro apelativo es confirmar al foro 

primario, independientemente que reconozcamos que también 

válidamente se pudo ejercer la discreción de otra manera. Esa 

prerrogativa le corresponde al TPI en el manejo de su caso. 

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la 

Sentencia apelada.  

Notifíquese.   

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
DIMARIE ALICEA LOZADA 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


